
 

 

BANCO DE RESOLUCIONES 

EN TEMAS DE LITIGIO 

ESTRATÉGICO 

 

JURISPRUDENCIA CORTE 

CONSTITUCIONAL DEL 

ECUADOR 

Sentencia No. 3154-22-EP/25 

 

TRIBUNAL 
 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 

MATERIA 
 

Constitucional/Derecho 

INTERVINO LA 
DEFENSORIA 
PUBLICA 

No 

DATOS DEL DEFENSOR/A 
PUBLICO 

Ninguno 

DERECHOS 
INVOLUCRADOS 

Seguridad jurídica, derecho al debido proceso 

BREVE RELACION DE 
LOS HECHOS 

Una persona interpuso una demanda ejecutiva en contra de una compañía, con el objeto de 

obtener el cobro de un pagaré a la orden por una suma determinada, incluyendo los intereses 

convencionales y moratorios, así como las comisiones, gastos y costas del proceso. 

  

El Juzgado Vigésimo de lo Civil del cantón Balzar, provincia de Guayas, declaró con lugar 

la demanda y dispuso que la compañía pague a la demandante “el capital adeudado según 

consta en el título ejecutivo, los intereses pactados o legales, los intereses por mora y las 

costas procesales”. En mérito de dicha resolución, la compañía interpuso el recurso de 

apelación correspondiente. 

 

La Sala Especializada de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia del Guayas 

rechazó el recurso de apelación interpuesto. Posteriormente, se interpuso el recurso de 

hecho, el mismo que fue rechazado por la Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional 



 

 

de Justicia. 

 

La Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Balzar, provincia de Guayas, 

dictó mandamiento de ejecución. 

 

La Unidad Judicial dispuso el remate de dos bienes inmuebles pertenecientes a la compañía. 

Posteriormente, la Unidad Judicial dictó auto de calificación de la postura de la beneficiaria 

del juicio ejecutivo. 

 

La Unidad Judicial adjudicó un bien inmueble perteneciente a la compañía, a la beneficiaria 

del juicio ejecutivo. 

  

La Unidad Judicial determinó que “se ha hecho la tradición material del bien inmueble, […] 

razón por la que se declara ejecutada la sentencia de fecha 26 de mayo de 2014”. 

 

Asimismo, la Unidad Judicial procedió a adjudicar uno de los bienes inmuebles de la 

compañía a favor de la beneficiaria del juicio ejecutivo. Finalmente, determinó que “se ha 

hecho la tradición material del bien inmueble, […] razón por la que se declara ejecutada la 

sentencia de fecha 26 de mayo de 2014”. 

 

Posteriormente, una tercera persona en calidad de accionante presentó una acción de 

protección con medida cautelar en contra de los hijos de los difuntos ex representantes de la 

compañía en Liquidación, por la supuesta vulneración de sus derechos a la tutela judicial 

efectiva, al debido proceso y a la seguridad jurídica. La pretensión de la acción fue de que  

se declare la ““nulidad constitucional de todo documento u operación que deviniere en 

obligaciones para TARCICA S.A. […], con fecha posterior al 23 de agosto de 2005” y, en 

particular, la “ineficacia del documento pagaré fechado a 19 de enero de 2010, suscrito 

por […] TARCICA S.A.”, entre otras cuestiones. El juicio fue signado con el número 09320-

2020-00277.” 

 

 



 

 

 

La Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Balzar, provincia del Guayas, 

negó la medida cautelar solicitada. No obstante, admitió la acción de conocimiento y declaró 

vulnerado el derecho a la seguridad jurídica, determinando que “todo acto realizado a partir 

del mes de agosto del año 2005 hasta la presente fecha es nulo de nulidad absoluta”. 

 

En virtud de dicha resolución, la persona beneficiaria del juicio ejecutivo interpuso una 

acción extraordinaria de protección en contra de la sentencia dictada en la acción de 

protección No. 09320-2020-00277. 

 

FUNDAMENTOS DE 
DERECHO 

 

Arts. 76 numerales 3 y 7 literal k y 82 de la Constitución de la República del Ecuador 

Arts. 6,7, 23 24,  41 numeral 4, literales a), b), c) o d) y numeral 5, 59 

 de la LOGJCC 

Arts.109 numeral 2 y 7 del Código Orgánico de la Función Judicial (“COFJ”)  

Art. 7,11 y 14 del Reglamento para la Regulación de la Declaratoria Jurisdiccional Previa en casos 

de Dolo, Manifiesta Negligencia o Error Inexcusable dentro de la Jurisdicción Constitucional. 

CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO DEL 
CASO 

La acción de protección no resulta un mecanismo válido para desconocer obligaciones que 

han sido declaradas judicialmente. 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN 
DE LA CORTE 

 

La Corte Constitucional del Ecuador, en aplicación del artículo 24 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC), señaló que, si bien el recurso de apelación 

puede ser interpuesto por las partes en la acción de protección, la accionante no formó parte de dicho 

proceso y, por tanto, carecía de legitimación para apelar. En consecuencia, la Corte determinó que 

la falta de interposición del recurso de apelación no puede ser imputada a negligencia de la 

accionante. 

 

La Corte Constitucional del Ecuador planeta el siguiente problema jurídico: 

 

“¿La Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Balzar, provincia de Guayas, 

vulneró el derecho de la accionante a la seguridad jurídica al ejercer indebidamente la 



 

 

jurisdicción constitucional sobre un asunto propio de la justicia ordinaria, desconociendo una 

sentencia civil firme y, con ello, desnaturalizar el objeto de la acción de protección?” 

 

En el contexto de las garantías jurisdiccionales, la Corte Constitucional del Ecuador en la 

sentencia No. 1788-24-EP/25 de 14 de febrero de 2025, párr. 48, expresó lo siguiente: 

 

los jueces que conocen garantías jurisdiccionales deben velar por que las mismas 

cumplan su propósito de proteger derechos constitucionales. En esa línea, deben 

garantizar que se cumpla el objeto, ámbito de protección y finalidad de las garantías. 

Por lo que, están prohibidos de resolver sobre cuestiones que no correspondan a la 

esfera constitucional y que tengan su propia vía de tratamiento ante la justicia 

ordinaria. De suerte que, si los jueces se apartan de su competencia, incurrirían en 

una vulneración del derecho a la seguridad jurídica. 

 

En tal virtud, la Corte Constitucional concluye que la desnaturalización de la acción de 

protección constituye una vulneración grave del derecho a la seguridad jurídica y ocasiona 

un perjuicio significativo a la adecuada administración de la justicia constitucional. 

 

En el presente caso, la Corte Constitucional señaló que la acción de protección fue utilizada como 

un mecanismo para dejar sin efecto obligaciones contraídas frente a terceros en representación de 

una compañía, obligaciones que incluso habían sido reconocidas previamente en la sentencia dictada 

en el caso No. 09320-2012-0258. La Corte Constitucional enfatizó que la acción de protección contra 

particulares solo procede en los supuestos previstos en los numerales 4 y 5 del artículo 41 de la 

LOGJCC. Asimismo, la declaratoria de nulidad de los actos jurídicos celebrados en nombre de una 

compañía por falta de debida representación no constituye una cuestión de competencia 

constitucional. En consecuencia, la acción de protección no puede ser utilizada para dejar sin efecto 

obligaciones, menos aún cuando estas ya han sido judicialmente reconocidas. En este contexto, la 

sentencia de la Unidad Judicial implicó, de hecho, el desconocimiento arbitrario de una decisión 

judicial que ya se encontraba ejecutoriada e incluso ejecutada. 

 

 

 



 

 

De este modo, la actuación de la Unidad Judicial implicó la superposición o reemplazo de 

la justicia constitucional sobre la justicia ordinaria, configurando una asunción arbitraria de 

potestades que no le correspondían en el marco de una acción de protección. En 

consecuencia, la Unidad Judicial desconoció la finalidad de las garantías jurisdiccionales, 

reconocida en el artículo 6 de la LOGJCC, así como la estructura jurisdiccional prevista en 

la Constitución, razón por la cual la Corte concluye que su actuación constituyó una 

desnaturalización de la acción de protección. 

 

A juicio de esta Corte, con ello, la Unidad Judicial se apartó grave e irrazonablemente de su 

competencia constitucional en el marco de esta garantía jurisdiccional, incurriendo en una 

improcedencia que desnaturaliza la acción de protección. En tal sentido, la Corte concluye que la 

Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Balzar, provincia del Guayas, vulneró el 

derecho de la accionante a la seguridad jurídica al haber admitido una acción de protección 

improcedente, desnaturalizando su objeto. 

 

La Corte Constitucional considera que la actuación del juez de la Unidad Judicial 

Multicompetente con sede en el cantón Balzar podría constituir dolo porque incurrió en 

improcedencia desnaturalizante de dicha garantía. En ese contexto, se formula el siguiente 

problema jurídico: 

 

“¿Constituye dolo la actuación del juez de la Unidad Judicial Multicompetente con sede 

en el cantón Balzar, provincia de Guayas, al haber incurrido en improcedencia 

desnaturalizante de una acción de protección?” 

 

La Corte Constitucional del Ecuador establece que la existencia del dolo requiere, para su 

configuración, la concurrencia de los siguientes elementos: 

 

Así, el dolo se evidencia cuando la autoridad judicial “sabe que actúa contra un 

deber y de todos modos realiza la conducta aceptando o queriendo, por tanto, el 

posible resultado”.30 Sobre la base de lo dicho, la Corte ha determinado que el dolo 

requiere de la verificación de: (i) una conducta que infrinja o quebrante 

sustancialmente el deber jurídico normativamente establecido de la autoridad 



 

 

judicial y (ii) el conocimiento o conciencia de la antijuridicidad de dicha 

conducta.31 La Corte evidencia que los dos elementos configurativos del dolo se 

verifican en el presente caso. 

 

La Corte Constitucional señala que los juzgadores y juzgadoras poseen dos deberes fundamentales 

al resolver garantías jurisdiccionales y concluye lo siguiente: 

 

69. Así, los juzgadores y juzgadoras ostentan dos deberes en la resolución de garantías 

jurisdiccionales: (a) si estas son presentadas contra particulares, justificar de qué manera 

incurren en los supuestos establecidos en los numerales 4 y 5 del artículo 41 de la LOGJCC, 

previo a pronunciarse sobre las vulneraciones de derechos alegadas; y, (b) no desatender 

el objeto de las garantías jurisdiccionales, incurriendo en desnaturalización. 

 

70. Ahora bien, el juez de la Unidad Judicial resolvió aceptar la acción de protección 

presentada contra dos personas naturales de Derecho privado sin antes haber analizado los 

requisitos para la procedencia de la garantía contra particulares (infracción del deber (a) 

identificado en el párrafo precedente). 

 

71. Además, fundamentó su decisión de dejar sin efecto las obligaciones contraídas por 

TARCICA –una de las cuales había sido previamente reconocida a través de una sentencia 

ejecutoriada y ejecutada— en la supuesta infracción de tres normas infraconstitucionales, 

y concluyó que se habían vulnerado los derechos a la vida digna y a la seguridad jurídica, 

incurriendo de ese modo en improcedencia desnaturalizante de la acción de protección 

(infracción del deber (b) determinado en el párrafo 69 ut supra). Por tal razón, la Corte 

estima que el juez de la Unidad Judicial incurrió en la infracción de dos deberes jurídicos, 

configurándose de ese modo el elemento (i) especificado en el párrafo 65 ut supra. 

 

72. Por otra parte, el juez de la Unidad Judicial conocía de su obligación de 

fundamentar las razones de procedencia de la acción de protección al haber sido 

presentada contra particulares, pues, como se indicó en el párrafo 46.1 ut supra, 

hizo referencia a la norma que regula la procedencia de la acción de protección 

contra personas de derecho privado. Aunado a lo anterior, la Corte resalta que el 



 

 

juez de la Unidad Judicial no proveyó una sola razón para considerar que la 

adquisición de obligaciones con exceso de mandato haya comportado vulneración 

de los derechos a la vida digna y a la seguridad jurídica y para dejar sin efecto una 

obligación que había sido reconocida a través de una sentencia judicial ejecutoriada 

y ejecutada. Aquello reviste mayor gravedad considerando que en el proceso no se 

contó con la participación de la accionante, quien, como acreedora de una de las 

obligaciones declaradas nulas, fue beneficiaria de la sentencia antedicha. 

 

73. A juicio de esta Magistratura, aquello evidencia el conocimiento de la 

antijuridicidad de la conducta judicial y la intención del juez de la Unidad Judicial 

de subvertir el objeto para el cual la acción de protección fue creada, verificándose 

de ese modo el elemento (ii) descrito en el párrafo 65 ut supra. 

 

La Corte Constitucional señaló que, sobre la base de lo expuesto y tras constatar que se cumplen los 

dos requisitos para la configuración del dolo, corresponde efectuar la declaratoria jurisdiccional 

previa por dolo en contra del juez titular de la Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón 

Balzar, provincia del Guayas, en el marco de la causa No. 09320-2020-00277 

 

La Corte Constitucional, en relación con la Sentencia No. 2231-22-JP/23, señaló que los jueces 

constitucionales que forman parte de la Función Judicial no están exentos de responsabilidad penal 

por el delito de prevaricato, en los siguientes términos: 

 

En consecuencia, es claro para esta Corte que la sentencia 141-18-SEP-CC no estableció 

que los jueces constitucionales de la función judicial estén exentos de responsabilidad penal 

por el delito de prevaricato cuando proceden contra ley expresa, es decir, cuando 

inobservan normas adjetivas durante la tramitación del proceso o cuando, al emitir la 

resolución correspondiente, contravienen normas procesales expresas. 

 

En el presente caso, se constató que la autoridad judicial accionada, al admitir y conceder la acción 

de protección, actuó en contravención del ordenamiento jurídico. Por tal motivo, su conducta podría 

configurar el delito de prevaricato, por lo que la Corte Constitucional ordenó remitir el expediente a 

la Fiscalía General del Estado para que proceda con las investigaciones correspondientes. 



 

 

 

En relación con la declaratoria de abuso del derecho, la Corte Constitucional expresa lo 

siguiente: 

 

94. En el presente caso, las pretensiones se dirigían a la anulación de obligaciones que 

habían sido judicialmente reconocidas. Al respecto, esta Corte estima que existe un indicio 

claro de que el legitimado activo —patrocinado por un profesional del derecho que conoce 

las normas relativas a la naturaleza y procedencia de una acción de protección— buscó 

beneficiarse de la garantía jurisdiccional, para anular obligaciones judicialmente 

reconocidas. Es decir, utilizó la acción para que los jueces constitucionales concedan una 

pretensión abiertamente contraria a la Constitución y la ley. 

 

La Corte Constitucional señaló que esta actuación permite inferir un ánimo de causar perjuicio tanto 

a la administración de justicia constitucional como a terceros, incluyendo al Estado, al pretender que 

prospere una pretensión que desnaturalizó una garantía jurisdiccional. Por lo tanto, la Corte considera 

que existen indicios suficientes para concluir que, en el presente caso, el accionante y su abogado 

patrocinador hicieron un uso abusivo de la acción de protección con el objetivo de causar daño. 

MEDIDAS DE 
REPARACIÓN 
INTEGRAL 
ADOPTADAS 

 

La Corte Constitucional, como parte de las medidas de reparación integral, dispone lo 

siguiente: 

 a. Dejar sin efecto todas las actuaciones procesales dentro del juicio 09320- 2020-00277 

(esto es, todas las providencias y diligencias efectuadas en el proceso), así como todo acto 

jurídico posterior derivado de dicha causa.  

 

b. En consecuencia, se dispone el archivo del proceso 09320-2020-00277. 

FALLO 
El Pleno de la Corte Constitucional resuelve: 

 

1. Aceptar la acción extraordinaria de protección 3154-22-EP. 

 

2. Declarar que la Unidad Judicial Multicompetente con sede en el cantón Balzar, 

provincia de Guayas, vulneró el derecho de la accionante a la seguridad jurídica. 



 

 

 

3. Disponer, como medidas de reparación integral: 

 

a. Dejar sin efecto todas las actuaciones procesales dentro del juicio 09320- 2020-

00277 (esto es, todas las providencias y diligencias efectuadas en el proceso), así 

como todo acto jurídico posterior derivado de dicha causa.  

b. En consecuencia, se dispone el archivo del proceso 09320-2020-00277. 

 

4. Como garantía de no repetición, se ordena: 

 

a. Que el Consejo de la Judicatura difunda esta sentencia por correo electrónico a 

todos los jueces y juezas que conocen garantías jurisdiccionales en el plazo de 3 

meses contados a partir de la notificación de la sentencia.  

 

b. El Consejo de la Judicatura deberá informar a la Corte sobre el cumplimiento de 

esta medida dentro del término de 30 días contados a partir del vencimiento del 

plazo de 3 meses para la difusión de la sentencia. 

 

5. Declarar que el abogado Julián Patricio Naranjo Haro, juez titular de la Unidad 

Judicial Multicompetente con sede en el cantón Balzar, provincia de Guayas, 

incurrió en dolo al haber omitido notificar a una persona con legítimo interés en la 

causa, incurrido en improcedencia desnaturalizante de una acción de protección 

presentada contra particulares, y sustanciado la causa 09320-2020- 00277 pese a 

haber prevenido competencia a través de un sorteo irregular.  

 

6. Notificar con la presente declaratoria jurisdiccional previa al Consejo de la 

Judicatura para que dé inicio al procedimiento correspondiente, así como a la 

Comisión de la Corte Nacional de Justicia de Compilación, Análisis y Unificación 

de las Calificaciones Jurisdiccionales de Infracciones, de conformidad con el 



 

 

artículo 15 del Reglamento.  

 

7. Disponer que el Consejo de la Judicatura informe a la Corte sobre el 

cumplimiento de la medida contenida en el decisorio 6 de la presente sentencia 

dentro del término de 30 días contados a partir de su notificación. 

 

8. Poner en conocimiento del Consejo de la Judicatura y de la Fiscalía General del 

Estado el expediente de la presente causa para que investiguen y determinen la 

existencia de responsabilidades respecto de la irregularidad en la realización del 

sorteo de la presente causa. 

 

9. Disponer que el Consejo de la Judicatura y la Fiscalía General del Estado 

informen a la Corte sobre el cumplimiento de la medida contenida en el decisorio 8 

de la presente sentencia dentro del término de 90 días contados a partir de su 

notificación.  

 

10. Remitir el expediente a la Fiscalía General del Estado para que inicie la 

investigación correspondiente y determine si existen los elementos suficientes para 

configurar el delito de prevaricato en contra del juez de la Unidad Judicial; así como 

las investigaciones que correspondan respecto de la configuración de cualquier otra 

infracción penal cometida en el marco de la tramitación del proceso de origen.  

 

11. Declarar el abuso del derecho por parte de Alexander Vicente Espinales Vera, 

abogado patrocinador del legitimado activo de la acción de protección.  

 

12. Remitir el expediente al Consejo de la Judicatura para que dé inicio al 

procedimiento que corresponda en contra de Alexander Vicente Espinales Vera, 

abogado patrocinador del legitimado activo de la acción de protección, por haber 

incurrido en abuso del derecho, de conformidad con el artículo 23 de la LOGJCC. 



 

 

VOTACIÓN POR LA QUE 

FUE ADOPTADA 

La sentencia fue aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con ocho votos a favor de 

los jueces constitucionales. 

VOTO CONCURRENTE / 

SALVADO: 

Ninguno  

OTROS DATOS DE 
INTERÉS: LINKDE LA 

CCE 

https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoid

HJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiJlNWMzOTAxMS05YmQ4LTRkNDctOGRkNS0xNDFmNm

RhMTA3NTYucGRmIn0=  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
 

 

Revisado y Aprobado por:  Mgs. Diana Carolina Velasco Aguilar 

 

 

 

Elaborado por:  Ab. Alain Luna Rodríguez 
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